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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 3 de marzo de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Negri, Kogan, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 104.599, "González, Angela Susana. Síndico contador. Recurso de queja en autos 'Fernández, Juan Domingo. Concurso preventivo'".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul, desestimó la queja planteada por la Síndico al confirmar la resolución de la primera instancia que había declarado extemporánea la presentación del recurso de apelación.


Se interpuso, por la contadora González, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos, y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. 1. Angela Susana González, contadora pública, fue designada Síndico en el expediente "Fernández, Juan Domingo s/concurso preventivo". Se le notificó tal designación al domicilio constituido. Luego y con fecha 20 de febrero de 2006 el juez del concurso, ante la falta de aceptación del cargo procedió a la remoción de la designada, notificándola de ello mediante cédula. Con fecha 8 de agosto de 2007 al quedar firme aquella resolución de remoción el magistrado le aplicó la sanción de inhabilitación por cuatro años para ejercer la función. Se presentó la profesional espontáneamente e interpuso recurso de apelación contra las resoluciones dictadas que le eran desfavorables (remoción e inhabilitación por cuatro años). Denegado el recurso por el juez del concurso al considerarlo extemporáneo, se presentó en queja por ante la Cámara, cuya resolución desestimatoria motiva el presente recurso.


2. La Cámara, al igual que el juez de primera instancia, encontró que las resoluciones que la contadora pública atacaba le habían sido notificadas al domicilio constituido, lo que surgía de las copias certificadas de las cédulas agregadas al concurso. Con ello concluyó que la presentación de aquélla, interponiendo recurso de apelación, había sido realizada cuando se encontraba vencido el plazo legal para hacerlo. De esta manera confirmó la extemporaneidad decretada por el juez de grado, desestimando la queja, adquiriendo certeza la decisión sancionatoria.


II. Se agravia la recurrente denunciando el absurdo, la violación del art. 255 de la ley 24.522, de la doctrina legal y del art. 14 de la Constitución nacional.


Funda su impugnación de la siguiente manera:


a) la apelación presentada el 28 de diciembre de 2007 es temporánea, pues la designación del cargo jamás le había sido anoticiada a pesar de la entrega de las cédulas en el domicilio constituido, sito en el estudio jurídico del doctor Vilas. Encuentra en esta circunstancia una causa ajena a su conducta que la dispensaba del resultado; señala que de la nota presentada por el titular de ese estudio jurídico antes referido, surgía el reconocimiento de aquél sobre la falta de entrega a ella de dichas cédulas; encuentra que ha sido absurda la decisión de la Cámara por el "... rigorismo formal palmariamente injustificado e ilegítimo..." que tal pronunciamiento implicaba; cita el caso "Colalillo" de la Corte nacional;


b) la sanción de remoción y de inhabilitación que se le aplicó no se encuentra prevista como apercibimiento en la resolución del 3 de febrero de 2006 que le intimó a aceptar el cargo. Entiende que el juez debió dejar sin efecto la designación y comunicarlo a esta Corte y advierte que la sanción de inhabilitación es una medida accesoria a la remoción cuando los síndicos han cometido falta grave o mal desempeño en sus funciones. Agrega que no puede ser destinataria de tal medida cuando no ha tenido actuación procesal, con lo que se está violando la doctrina sentada por esta Corte en C. 93.538 (sent. del 5‑XII‑2007);


c) la inhabilitación genera un perjuicio en el desarrollo de su trabajo profesional, conculcando su derecho constitucional a trabajar, pues tras la comunicación de esa sanción a esta Corte fue desplazada de todos los procesos concursales en los que intervenía por aplicación del art. 255 de la ley 24.522. Indica que ejerce su profesión desde varios años atrás en forma idónea y proba y que nunca incurrió en renuncias, faltas graves o deficiencia en el cumplimiento de su actuación de Síndico concursal o como profesional de ciencias económicas. Añade que la inhabilitación que se le aplica no puede atribuírsele ni por acción ni por omisión culpables. Destaca también que la Cámara hizo mención de la doctrina legal sentada en la causa C. 93.538 (sent. del 5‑XII‑2007) pero aun así no la aplicó.


III. El recurso no puede prosperar.


1) El relato que antecede permite advertir la sinrazón de la queja traída a estos estrados, dado que la postura de la profesional recurrente importa desconocer lisa y llanamente la naturaleza y efectos de los domicilios legales o constituidos (arg. arts. 40, C.P.C.C.; 90 y 91, Cód. Civ.).


En efecto, si la efectividad de las notificaciones dirigidas a dicha clase de domicilio estuvieran condicionados a que el destinatario de la comunicación sea anoticiado a título personal, poca operatividad tendría reconocer un instituto semejante, como diverso al domicilio real.


Obvio es entonces que la télesis de los domicilios constituidos es asegurar una adecuada prosecución de las causas, partiendo de la manifestación de voluntad del interesado en el sentido de designar una ubicación como lugar en el que se tendrán por válidos y eficaces los actos de comunicación pertinentes, aun cuando en el momento del diligenciamiento no se encuentre allí.


En este orden de consideraciones, esta Corte ha destacado que la función que cumple en el proceso el domicilio constituido quedaría totalmente desvirtuada si la eficacia de la diligencia quedara supeditada a la conducta que pudiera observar la persona con quien se ha entendido la notificación, afectándose elementales principios procesales como los de seguridad y preclusión (conf. Ac. 52.424, sent. del 15‑III‑1994 en "Acuerdos y Sentencias", 1994‑I‑300).


Por ello es que no resulta excusa suficiente para justificar la ignorancia de las resoluciones judiciales, la circunstancia de que los encargados del estudio jurídico que funcionara en la sede identificada como domicilio constituido de la síndico, no avisaran a ésta de la designación oportuna, ni de las sanciones posteriores cuya impugnación fuera considerada extemporánea por el a quo.


2) Por otra parte, la doctrina legal que se denuncia como violada lejos está de darle la razón a la quejosa, ya que ‑como ha sido destacado por el sentenciante‑ las circunstancias que rodean al presente caso son diversas de las que presentara la causa C. 93.538 (sent. del 5‑XII‑2007).


Cierto es que en el citado precedente, se recurrió una sanción similar a la que aquí se aplicara (remoción e inhabilitación), por idéntico motivo (falta de aceptación del cargo por la síndico desinsaculada). Pero la diferencia radica fundamentalmente en la circunstancia de que en dicho asunto el profesional había impugnado tempestivamente la decisión que lo agraviaba, arribando finalmente a esta Corte y logrando la revisión parcial de sus alcances. En el sub judice, por el contrario, ambas instancias de grado desestimaron el recurso deducido contra las sanciones, por haber sido interpuesto fuera de plazo.


En modo alguno este cuerpo avaló, en la causa C. 93.538 (cit.) una interpretación como la que aquí propone la recurrente, según la cual no se la podría considerar "anoticiada" de las decisiones respectivas, por el hecho de que los que recibieron la cédula en el domicilio por ella indicado no le avisaron oportunamente.


Por el contrario, en el caso de referencia, esta parcela del debate fue resuelta en sentido adverso a las pretensiones del recurrente. En efecto, se mantuvo allí la valoración que había formulado el tribunal sentenciante (la misma Cámara que se ha pronunciado en el sub lite) en el sentido de que "la notificación de su designación [entiéndase: la de la profesional como síndico en un proceso determinado] fue cumplida en el domicilio constituido por la contadora al requerir su inscripción en la lista correspondiente, constitución cuya finalidad es establecer el lugar en el que deben practicarse todas las notificaciones, entre ellas, la de su desinsaculación (doct. art. 40 del Cód. Proc.)". Se descartó también allí el recurso deducido en cuanto pretendía atacar la conclusión de la Cámara que había desestimado la excusa basada en el yerro de los letrados responsables del estudio jurídico en el que había constituido domicilio, al decir que: "el error involuntario en que se apoya la apelante [...], si bien revela una cuestión que deberá ser resuelta entre la Síndico y el estudio donde la misma constituyó domicilio, en modo alguno puede ser admitido como causa de justificación de su falta de diligencia..." (causa cit., voto mayoritario del doctor Soria, a quien presté adhesión).


Queda claro entonces que la denuncia de vulneración de la doctrina sentada en el precedente C. 93.538 (sent. del 5‑XII‑2007) carece de asidero, ya que ‑por lo expresado‑ las circunstancias relevantes para dar solución al sub judice difieren.


Ello impide el andamiaje del planteo deducido, ya que ‑como lo ha señalado reiteradamente este Tribunal‑ resulta inapropiada la cita de doctrina legal cuando son diversas las modalidades de la causa con las del antecedente mencionado (conf. Ac. 76.888, sent. del 19‑II‑2002; Ac. 84.617, sent. del 5‑V‑2004; C. 98.332, sent. del 7‑V‑2008; C. 100.971, sent. del 17‑XII‑2008; C. 103.803, sent. del 7‑IV‑2009; entre otras).


3) Por último, es de destacar que la genérica invocación de la doctrina del exceso ritual no mejora la suerte de la queja, ya que dicho instituto sólo se pone en juego en situaciones precisas, debiendo evitarse incurrir en el "exceso del exceso ritual manifiesto", abriendo paso así a la anarquía procesal (conf. Ac. 56.306, sent. del 12‑IX‑1995 en "Acuerdos y Sentencias", 1995‑III‑545; C. 93.415, sent. del 13‑XII‑2006; C. 91.343, sent. del 31‑X‑2007, etc.). 


Comparto en este sentido la opinión de Morello quien, al propugnar un uso moderado de la aludida figura resalta que la misma "debe ser aplicada con ponderada prudencia a fin de evitar la desnaturalización de los propósitos que la sustentan" (Morello, Augusto M., "Recursos extraordinarios", 2° ed., Hammurabi, p. 542), ya que ella "no sirve para 'todo' ni se la puede hacer jugar como un comodín facilitador del acceso" (íd., "Estudios de Derecho Procesal", La Plata, Platense, t. II, pp. 782‑783).


IV. Por lo expuesto, resultando insuficientes las razones brindadas en el embate analizado, para desvirtuar la conclusión de la alzada en cuanto a la extemporaneidad del recurso de apelación deducido contra las sanciones oportunamente aplicadas (fs. 4, 6, 7 y 10, arts. 40, 42, 135 y 244, C.P.C.C.), corresponde su desestimación, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Negri, Kogan y Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas a la recurrente (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


El depósito previo de $ 2.500, efectuado a fs. 32, queda perdido para la recurrente (art. 294, C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 Y 7 de la Resolución 425/2002 (texto Resol. 870/2002).


Notifíquese y devuélvase.


HILDA KOGAN


HECTOR NEGRI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS



CARLOS E. CAMPS



Secretario

       11 IF  = 11 "" "///" \* MERGEFORMAT 
  

       11 IF  = 11 "" "///" \* MERGEFORMAT 
  


